
 

**********1 

VS. 

TRIBUNAL UNIVERSITARIO DE LA 

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE BAJA 

CALIFORNIA 

EXPEDIENTE 661/2018 

P R I N C I P A L  

 

 Mexicali, Baja California, a treinta de noviembre de 

dos mil veinte. 

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  Que reconoce la val idez de la 

Resolución del Tribunal Universitario de la Universidad Autónoma 

de Baja California dictada el s iete de septiembre de dos mil 

dieciocho en el expediente **********2. 

 

 GLOSARIO: A fin de simplif icar la terminología 

empleada en la presente resolución, se uti l izarán los términos que 

enseguida se relacionan para referir a las leyes, instituciones o 

conceptos s iguientes:  

 

Término empleado: Ley, institución o concepto referido:  

Ley del Tr ibunal  Ley del Tribunal Estatal de Just icia 

Administrativa del Estado de Baja 

California.  

Constitución Nacional  Constitución Polít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

Constitución Local Constitución Polít ica del Estado 

Libre y Soberano de Baja California.  

Código procesal civi l  Código de Procedimientos Civiles 

para el Estado de Baja California.  

Tribunal Tribunal Estatal de Just icia 

Administrativa del Estado de Baja 

California.  

Tribunal Universitario Tribunal Universitario de la 

Universidad Autónoma de Baja 

California. 

Estatuto de la 

Universidad 

Estatuto General de la Universidad 

Autónoma de Baja California.  

Resolución  Resolución del Tr ibunal Universitario 

de la Universidad Autónoma de 



 

Baja California dictada el s iete de 

septiembre de dos mil dieciocho en 

el expediente **********2. 

 

R E S U L T A N D O 

 

 I. Demanda de nulidad.- El escrito de demanda se 

presentó el veintis iete de septiembre de dos mil dieciocho.  

 

 II.  Trámite de la demanda.- El  juicio se admitió a 

trámite por acuerdo dictado el dos de octubre de dos mil 

dieciocho (visible a fojas 16 a 19 de autos), ordenándose el 

emplazamiento del Tribunal Universitario .  

 

 III. Acto impugnado.- En el acuerdo de admisión se 

tuvo como acto impugnado la Resolución  emitida por el Tribunal 

Universitario .  

 

 IV. Contestación de demanda.- Al presente juicio 

compareció a contestar, la autoridad demandada en términos 

de su escrito visible en autos a fojas de la 28 a la 43.  

 

 V. Audiencia de ley.- La audiencia de pruebas y 

alegatos se celebró el veintiocho de febrero de dos mil 

diecinueve (foja 163 de autos), conforme a lo dispuesto por el 

art ículo 80 de la Ley del Tribunal  y se citó a las partes para oír 

sentencia de primera instancia.  

 

 VI.- Cambio de Titular.-  Mediante acuerdo de treinta 

de noviembre de dos mil veinte, se ordenó hacer saber a las 

partes que a partir del trece de enero de dos mil veinte, la 

l icenciada Alma Alejandrina Razo Santoyo, Primer Secretaria de 

Acuerdos de la Primera Sala,  funge como Magistrada por 

ministerio de Ley, Titular de dicha Sala, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 10 de la Ley del Tribunal , por lo que se 

está en condiciones de resolver la controversia planteada.  

 

 



 

C O N S I D E R A N D O 

 

 PRIMERO. Competencia.- Por ser la competencia una 

cuestión de orden público y, además, por ser materia de la primer 

causal de improcedencia hecha valer por la autoridad 

demandada, este Tribunal se avocará a su análisis, al tenor de lo 

expuesto por la autoridad demandada.  

 

 Afirma la autoridad demandada que el Tribunal  es 

incompetente para conocer de la impugnación contra las 

sentencias emitidas por el Tribunal Universitario  habida cuenta 

que no se trata de controversias administrativas, s ino de actos 

formalmente jur isdiccionales, ya que la citada autoridad es un 

tribunal de t ipo administrativo legalmente constituido.  

 

 Aunado a lo anterior, sost iene la autoridad 

demandada que al no estar previsto en el Estatuto Orgánico del 

Tribunal Universitario  un recurso contra las sentencias que emite, 

la única vía legalmente procedente para combatir las lo es el 

juicio de amparo directo, y no el juicio de nul idad ante este 

Tribunal . Por el lo argumenta la autoridad demandada que se 

actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento, 

previstas en los artículos 40, fracción I, y 41, fracción I I , de la Ley  

del Tribunal .  

 

 De entrada es primordial di lucidar s i la autoridad 

responsable es o no un tribunal para efectos de la procedencia 

de la acción de nulidad contenciosa administrati va.  

 

 Es de hacer notar que el Legis lador no ha estipulado 

un significado sobre el término “tribunal”, por lo que 

tradicionalmente el término ha sido identificado como un órgano 

perteneciente al Poder Judicial; s in embargo, la Carta Magna 

autoriza la creación de tribunales administrativos; los art ículos 73, 



 

fracción XXIX-H, 116, fracción V, y 122, base quinta, de la 

Constitución Nacional , disponen:  

 “Art ículo 73.  E l  Congreso t iene facul tad:  

 

XXIX-H.  Para expedir  leyes que inst i tuyan tr ibunales de lo contencioso 

administrat ivo, dotados de plena autonomía para dictar  sus fal los,  y  

que tengan a su cargo dir imir  las controvers ias que se susciten entre 

la administ ración públ ica federal  y los part iculares, estableciendo las 

normas para su organización,  su f uncionamiento,  el  procedimiento y  

los recursos contra sus resoluciones.”  

  

 “Art ículo 116.  E l  poder públ ico de los Estados se div id i rá, para 

su ejerc ic io,  en E jecut ivo,  Legis lat ivo y  Judic ial ,  y no podrán reunirse 

dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, n i  

depositarse el  Legis lat ivo en un solo indiv iduo.   

 

Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Const i tución 

de cada uno de el los,  con sujeción a las s iguientes normas:   

 

 […]  

 

 V.  Las Const ituciones y leyes de los Estados podrán inst i tu ir  

t r ibunales de lo contencioso-administrat ivo dotados de ple na 

autonomía para dictar  sus fa l los,  que tengan a su cargo dir imir  las 

controvers ias que se susciten entre la administración públ ica estatal  y 

los part iculares, estableciendo las normas para su organización, su 

funcionamiento, el  procedimiento y  los recurs os contra sus 

resoluciones.”  

 

 Pues bien, de conformidad con esas disposiciones 

supremas, un tribunal administrativo requiere para su existencia:  

 

 a) Que sea creado, estructurado y organizado por las 

Constituciones Locales o mediante leyes expedidas por el 

Congreso de la Unión o por las Legislaturas Locales;  

 

 b) Que el ordenamiento legal respectivo lo dote de 

autonomía plena para fallar; y,  

 

 c) Que su función sea la de dir imir confl ictos que se 

susciten entre la administración pública y los particular es.  

 

 Resulta aplicable el criterio contenido en la 

jur isprudencia P./J. 26/98 del Tribunal del Pleno, publicado con 

número de registro digital 196515, en la página 20, del tomo VII 

de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 



 

correspondiente al mes de abri l de mil novecientos noventa y 

ocho, cuyo rubro y texto se transcriben a continuación.  

 

“TRIBUNAL ADMINISTRATIVO. SUS NOTAS DIST INTIVAS PARA LA 

PROCEDENCIA DEL AMPARO DIRECTO.  Los art ículos 73, f racción XXIX -H,  

116,  f racción V,  y  122,  base quinta,  de la Const i tución Pol í t ica de los 

Estados Unidos Mexicanos, facultan al  Congreso de la Unión,  a las 

Legis laturas Locales y a la Asamblea Legis lat iva del Distr i to Federal ,  

respectivamente, para crear tr ibunales de lo contencioso -

administrat ivo con plena autonomía para dictar sus fal los.  De 

conformidad con esas normas supremas,  para que una autor idad 

administrat iva,  al  real i zar funciones jur i sdiccionales,  tenga la 

naturaleza de tr ibunal administ rat ivo y,  por ende, sus resoluciones 

sean susceptibles de rec lamarse en amparo uni instancial ,  se requiere:  

a) Que sea creado, estructurado y organizado mediante leyes 

expedidas por el  Congreso de la Unión o por las Legis laturas Locales; 

b) Que el  ordenamiento legal respectivo lo dote de autonomía plena 

para fal lar  con el  f in  de garant izar su imparcial idad e independencia; 

y c) Que su función sea la de dir imir  confl ictos que se susci ten entre la 

administración públ ica y los part iculares.”  

 

 Como se advierte en el criterio jurisprudencial anterior, 

se ha determinado la necesidad de que, complementariamente, 

en el ámbito de su actuación se garantice su independencia e 

imparcialidad. 

 

 Así, para di lucidar si la impugnación de la resolución 

dictada por el Tribunal Universitario  es procedente por medio del 

juicio de amparo directo, como argumenta la autoridad 

demandada, o ante este Tribunal , debe determinarse s i el 

Tribunal Universitario , es o no un tribunal administrativo, para lo 

cual es necesario aludir a diversos ordenamientos jurídicos del 

Estado.  

 

 El artículo 55 de la Constitución Local , a la letra 

dispone:  

 

 "Art ículo 55.  La función jur isd iccional  para resolver controvers ias 

de carácter administ rat ivo y  f i scal  que se susciten entre los 

part iculares y la administración públ ica estatal  o munic ipal ,  así  como 

entre el  f isco estatal  y  los f i scos municipales sobre p referencia de 

créditos f i scales,  estará a cargo del  T r ibunal  de lo Contencioso 

Administ rat ivo del  Estado, que será autónomo en sus fal los e 

independiente de cualquier autor idad administrat iva, dotado de 

plena jur isd icción e imper io suf ic iente para hacer cu mpl ir  sus 

resoluciones. "   

  



 

 Por su parte, la Ley del Orgánica de la Universidad 

Autónoma del Estado de Baja California prevé:  

 
 "CAPITULO VI  

 DEL ALUMNADO 

 

 […]  

 

 ARTICULO 39. Los alumnos tendrán derecho a recurr ir  al  Tr ibunal 

de Apelación cuando por anomal ías de índole administrat iva resulten 

directamente les ionados sus intereses.  

E l  T r ibunal de Apelación será des ignado por los alumnos en la forma 

prevista por el  estatuto."   

 

 Por otra parte, el art ículo 27 del Estatuto Universitario , 

asienta lo siguiente: 

 
 "T I TULO TERCERO 

 DEL GOBIERNO 

  

 CAPITULO I  

 DE LAS AUTORIDADES  

 

 ARTICULO 27.  Son autor idades univers itar ias:  

 

I .  La Junta de Gobierno;  

 

I I .  E l  Consejo Univers i tar io;  

 

I I I .  E l  Rector ;  

 

IV.  E l  Patronato;  

 

V.  Los Directores de Facul tades,  Escuelas e Inst itutos, y  

 

VI .  Los Consejos Técnicos y  de Invest igación.  

 

VI I .  (Adic ionada por acuerdo expedido por el  H. Consejo Univers itar io 

en la ses ión extraordinar ia celebrada el  5 de octubre de 2006, para 

quedar como s igue):  

 

VI I .  E l  Tr ibunal Univers i tar io, cuya competencia,  integración y 

funcionamiento se regirá por lo que disponga el  Estatuto Orgánico que 

al  efecto expida el  Consejo Univers i tar io."   

 

 Asimismo, los art ículos 1, 2, 3, 4, 13, 14, 16 y 17 del 

Estatuto Orgánico del Tribunal Universitario de la Universidad 

Autónoma de Baja California, por su orden, establecen lo 

siguiente: 

 "Capítulo I   

 Del establecimiento,  integración y  competencia del Tr ibunal 

Univers i tar io  

 

 Art ículo 1. Se establece en la Univers idad Autónoma de Baja 

Cal i forn ia el  T r ibunal  creado por los art ículos 39 de la Ley Orgánica y 

27 f racción VI I  del  Estatuto General  de esta inst i tución, dotado de 



 

plena autonomía para resolver  jur isdiccionalmente los l i t ig ios 

sometidos a su potestad, y para concil iar en su caso los intereses en 

confl icto, s in más sujeción que el  respeto pleno al  derecho 

univers i tar io.  

 

 Art ículo 2. E l  Tr ibunal Univers itar io estará integrado por tres 

jueces t i tulares y un suplente,  elect os por al  menos dos terceras partes 

de los alumnos miembros del Consejo Univers i tar io con base en las 

propuestas que presente el  rector.  Una vez aprobados por los alumnos, 

los nombramientos serán puestos a la cons ideración del Pleno del 

Consejo,  y s i  éste los aprueba tomarán poses ión del cargo previa 

protesta que r indan ante el  rector.  

  

 Los jueces elegirán un pres idente del Tr ibunal  que durará en su 

encargo un año y podrá ser reelecto.  

 

 E l  T r ibunal tendrá un secretar io invest ido de fe públ ica, 

nombrado por el  Pleno,  que apoyará las act iv idades jur isd iccionales 

o administrat ivas que establezca el  reglamento inter ior que expedirá 

el  Pleno del Tr ibunal.   

 

 E l  juez suplente cubr irá las ausencias temporales de los jueces 

t itulares,  y en especial  cuando éstos,  por sus c ircunstancias personales 

tuv ieren algún impedimento que pudiera afectar su imparcial idad. E l  

Pleno del T r ibunal cal i f icará los impedimentos de sus jueces invocados 

de of ic io por éstos o denunciados por las partes.   

 

 Art ículo 3.  Para ser juez o secretar io del  Tr ibunal de la 

Univers idad Autónoma de Baja  

Cal i forn ia se requiere:  

  

 I . -  Poseer t í tulo profes ional preferentemente de l icenciado en 

derecho y ser  profesor  o invest igador de esta casa de estudios con al  

menos c inco años de ant ic ipación al  n ombramiento;   

 

 I I . -Haberse dist inguido por la honorabil idad, capacidad 

profes ional e independencia de cr i ter io demostradas en el  e jerc ic io 

de su act iv idad académica o direct iva;  

 

 I I I . -  Tener exper iencia en el  conocimiento relacionado con el  

derecho univers itar io y mater ias af ines, y   

 

 IV.-  No haber desempeñado el  cargo de rector,  d irector  de 

unidad académica, ni otro de los que prevé el  art ículo 74 del  Estatuto 

General  durante los dos años anter iores al  nombramiento.   

Los jueces serán nombrados para un per iodo de tres años, pero 

cont inuarán en ejerc ic io de sus funciones mientras no se nombre a sus 

sucesores,  e impart irán durante su desempeño al  menos una 

as ignatura en los programas de l icenciatura o posgrado de la 

Univers idad.  

 

 Art ículo 4. E l  Tr ibunal Univers i tar io conocerá de los ju ic ios de 

nul idad promovidos por los a lumnos contra actos u omis iones de las 

autor idades univers i tar ias que est imen v iolator ios de sus derechos 

der ivados de la Ley Orgánica,  del Estatuto General ,  del  E statuto 

Escolar o de cualquiera otra norma univers i tar ia.  

 

 En todo momento el  T r ibunal  podrá l lamar a las partes a 

concil iar  intereses y al  efecto les presentará,  de ser  pos ible,  

propuestas concretas de solución,  que en todo caso serán respetuosas 

del derecho univers i tar io. E l  convenio de concil iación aprobado por 

el  Tr ibunal surt i rá efectos de una sentencia f i rme.  

 



 

 […]  

 

 Art ículo 13. De toda demanda admit ida y sus anexos se 

entregará copia al  Abogado General  de la Univers idad para que 

exprese lo que cons idere conducente a los f ines super iores de la 

inst i tución…  

 

 […]  

 

 Artículo 14. […]  

 

 […]  

 

 Las sentencias podrán declarar  la nul idad de los actos u 

omis iones impugnados, pero en n ingún caso se sust itu i rán a la decis ión 

que en acatamiento a la sentencia d eberá emit i r  la autor idad 

univers i tar ia competente.  

 

 […]  

 

 Art ículo 16. Las autor idades univers i tar ias acatarán s in demora 

las resoluciones del T r ibunal,  y  cuando esto no ocurr iere dentro de los 

cinco días hábiles s iguientes a la not i f icación, de of ic io o  a pet ic ión 

de parte el  Tr ibunal requer i rá al  super ior  jerárquico,  y en úl t ima 

instancia al  rector de la Univers idad para que las haga cumpl i r .   

 

 S i  en concepto del actor  la sentencia no es cumpl ida 

adecuadamente, dentro de los tres días hábiles s iguiente s podrá 

plantear su inconformidad incidentalmente, y el  Tr ibunal d ictará en su 

caso las medidas necesar ias para el  debido acatamiento.  

 

 Art ículo 17. Cuando el  cumpl imiento de una sentencia de 

nul idad pudiere afectar gravemente los intereses de la Univers i dad, 

sólo el  Consejo Univers i tar io a pet ic ión fundada y mot ivada del  rector,  

podrá declarar que no se cumpla en sus términos,  s ino que el  

benef ic iar io sea compensado en just ic ia, oyendo previamente su 

parecer."  

 

 Del anális is de los preceptos transcritos, resulta 

evidente que el Tr ibunal Universitario de la Universidad Autónoma 

de Baja California no debe considerarse como un tribunal 

administrativo. 

  

 En efecto, como ya quedó explicado, para ser 

considerado un Tribunal Administrativo, se deben  reunir los 

siguientes elementos:  

 

 1. Ser creado, estructurado y organizado por la 

Constitución Local o mediante ley expedida por el Congreso del 

Estado;  

 



 

 2. Que el ordenamiento legal respectivo lo dote de 

autonomía plena para fallar;  

 

 3. Que su función sea la de dirimir confl ictos que se 

susciten entre la administración pública y los particulares.  

 

 4. Realizar una verdadera función jurisdiccional con 

independencia e imparcialidad.  

 

 Es cierto que su creación deriva de la Ley Orgánica 

expedida por el Congreso Local, y que su función es la de dir imir 

confl ictos entre un órgano descentral izado de la administración 

pública y aquellos part iculares que tengan, además, el carácter 

de alumnos; sin embargo, su integración no queda cabalmente 

definida por el propio ordenamiento, al establecer en su art ículo 

39, que dicho Tr ibunal “será designado por los alumnos en la 

forma prevista por el estatuto”.  

 

 De igual forma el artículo 27 del Estatuto Universitario  

establece que el Tribunal Universitario  es una autoridad 

universitaria “…cuya competencia, integración y funcionamiento 

se regirá por lo que disponga el Estatuto Orgánico que al efecto 

expida el Consejo Universitario.”  

 Por su parte el Estatuto Orgánico del Tr ibunal 

Universitario, en su primer artículo establece lo s iguiente:  

 

 “Art ículo 1. Se establece en la Univers idad Autónoma de Baja 

Cali forn ia el  T r ibunal  creado por los art ículos 39 de la Ley Orgánica y 

27 f racción VI I  del  Estatuto General  de esta inst i tución, dotado de 

plena autonomía para  resolver  jur isdiccionalmente los l i t ig ios 

sometidos a su potestad, y para concil iar en su caso los intereses en 

confl icto, s in más sujeción que el  respeto pleno al  derecho 

univers i tar io.”  

 

 Si bien, es cierto que el art ículo primero del Estatuto 

Orgánico del Tr ibunal Universitario dispone que fue “…creado por 

los art ículos 39 de la Ley Orgánica y 27 fracción VII del Estatuto 

Universitario  de esta inst itución…” lo cierto es que el Tribunal 



 

Universitario  fue creado en realidad mediante el proyecto de 

Acuerdo que modifica diversos art ículos del Estatuto Universitario , 

contenido en el acuerdo expedido por el H. Consejo Universitario 

en la sesión extraordinaria celebrada el 5 de octubre de 2006 en 

cuyo dictamen se puntualiza lo siguiente:  

 

“La Comisión Permanente de Legis lación, después de haber 

anal izado, con la Secretar ia General  y el  grupo de estudio coordinado 

por la Of icina del  Abogado General ,  la in iciat iva presentada por el 

Rector de la Univers idad, la cual fue turnada en la sesión ordinaria 

celebrada el  d ía 25 de mayo del año en curso, t iene a bien proponer 

al  Consejo Univers i tar io, la posibi l idad de sati sfacer una vieja 

demanda de la comunidad univers i tar ia bajacal i forn iana: poseer un 

Tr ibunal que resuelva con apego al  derecho las di ferencias surgidas 

constantemente entre los miembros de esta casa de estudios.  Para 

el lo es necesario practicar una reforma al  Estatuto General  de la 

Univers idad, a f in  de alojar en nuestro derecho vigente al  Tr ibunal  

Univers i tar io…”  

 

  En otros términos, el Rector presentó una iniciativa, que 

fue analizada por la Comisión Permanente de Legis lación y que 

propuso al Consejo Universitario la posibi l idad de alojar al Tr ibunal 

Universitario al derecho vigente universitario, a través de una 

reforma a diversos artículos del Estatuto Universitario , es decir,  el 

Tribunal fue creado a partir de la reforma al artículo 27 del 

Estatuto Universitario ,  para incluir al Tribunal Universitario como 

autoridad universitaria.  

 De todo lo anteriormente expuesto se concluye que, 

en principio, la propia Ley Orgánica deja al arbitrio de los 

alumnos, la designación de un “Tribunal de Apelación”, y 

posteriormente, mediante la adición de una autoridad en el 

Estatuto Universitario  se crea el Tr ibunal Universitario .  

 

 Por otra parte, el segundo artículo del Estatuto 

Orgánico del Tribunal Universitario establece la integración del 

Tribunal, autorizando que sean electos por los alumnos miembros 

del Consejo Universitario a propuesta del Rec tor, y una vez 

aprobados por los alumnos, deben ser aprobados por el Pleno del 

Consejo Universitario.  

 



 

 Lo anterior impide, por razones de seguridad jur ídica, 

considerar a la autoridad demandada como un verdadero 

tribunal, pues su integración no debe surti rse mediante un 

mecanismo establecido en un estatuto interno. Se insiste, la 

integración de un tribunal debe derivar de la propia ley, lo que 

en la especie no sucede.  

 

 Por otra parte, en el Estatuto Orgánico del Tribunal se 

establece que debe darse cuenta al Abogado General de la 

Universidad para que “…exprese lo que considere conducente a 

los f ines superiores de la inst itución…” y el artículo 17 del mismo 

ordenamiento dispone que cuando el cumplimiento de una 

sentencia pudiere afectar gravemente los intereses de la 

Universidad, el Consejo Universitario podrá declarar que no se 

cumpla en sus términos, lo que afecta su autonomía e 

independencia, característ icas que se exigen de los tribunales en 

cualquier sistema jurídico..  

 

 Por estas razones, es claro que el Tr ibunal Universitario  

de que se trata, no goza de las característ icas esenciales de 

autonomía e independencia para ser considerado como un 

tribunal.  

 

 La autonomía e independencia deben considerarse 

atr ibutos que garanticen la seguridad jur ídica que pe rsigue la 

división de poderes y el sistema jurídico que r ige la vida de la 

nación mexicana, de modo que, si el Tribunal Universitario  no los 

reúne, entonces ha de ubicarse a dicho órgano como una 

autoridad administrativa y no como tribunal.  

 

 En las relatadas circunstancias, al quedar establecido 

que el Tribunal Universitario  no puede considerarse como tribunal 

para efectos de la procedencia del amparo directo, por lo que, 

esta Primera Sala del Tribunal , con residencia en esta ciudad, es 

competente para conocer de la presente controversia, de 



 

conformidad a lo dispuesto por los artículos 1, 21, 22, fracción I, 

de la Ley del Tribunal, por tratarse de un juicio promovido contra 

un acto definit ivo de carácter administrativo emanado de una 

autoridad descentralizada Estatal , y porque la ubicación del 

domicil io de la parte actora se encuentra dentro de la 

circunscripción territorial de esta Sala.  

 

 SEGUNDO. Existencia del acto impugnado.- El acto 

impugnado quedó acreditado en autos con la documental 

pública obrante de la foja 114 a la 120 de autos, consistente la 

Resolución , en términos de los artículos 285, fracción I I I ,  322, 

fracción I I , 323, 400 y 405, del Código procesal civi l , de aplicación 

supletoria en términos del párrafo tercero del artículo 30 de la Ley 

del Tribunal .  

 

 TERCERO. Causales de improcedencia. -   Por ser una 

cuestión de orden público y de estudio preferente, se procede a 

analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento hechas 

valer por las autoridades demandadas.  

 

 La autoridad demandada hace valer la causal de 

improcedencia prevista en los artículos 40, fracción I y 41, 

fracción I I  de la Ley del Tr ibunal.  

 

 Por otra parte, hace valer una segunda causal de 

improcedencia prevista en los artículos 22, fracción I,  en relación 

al 40, fracción I I  y 41, fracción I I  de la Ley del Tribunal.  

 

 Al no hacerse valer diversas causales de 

improcedencia y sobreseimiento, ni advertirse de autos la 

actualización de alguna de las previstas en la Ley del Tribunal , el 

presente juicio es procedente.  

 

 Lo anterior encuentra sustento en la jurisprudencia con 

número de registro 161614, emit ida por el Cuarto Tribunal 



 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que 

enseguida se reproduce. 

 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU 

EXAMEN OFICIOSO POR EL  TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA VERIFICAR LA 

ACTUALIZACIÓN DE CADA UNA DE LAS CAUSALES RELATIVAS SI NO LAS 

ADVIRTIÓ Y LAS PARTES NO LAS INVOCARON.  Conforme al  art ículo 202,  

úl t imo párrafo, del Código Fiscal de la Federación,  vigente hasta el  31 

de diciembre de 2005, las causales de improcedencia deben 

anal izarse aun de of icio, lo que debe entenderse en el  sentido que se 

estudiarán tanto las que hagan valer las partes como las que advierta 

el  t r ibunal  que conozca del  asunto durante el  juicio,  lo que t raerá 

como consecuencia el  sobreseimiento, de conformidad con el  art ículo 

203,  f racción I I ,  del  mismo ordenamiento y  vigencia,  ambas porciones 

normativas  de contenido idéntico al  texto vigente de los art ículos 8o. ,  

úl t imo párrafo y  9o. ,  f racción I I ,  respectivamente, de la Ley Federal  de 

Procedimiento Contencioso Administrat ivo. Por  tanto, la 

improcedencia del  juicio contencioso administ rat ivo pueden hacer l a 

valer las partes,  en cualquier t iempo, hasta antes del  dictado de la 

sentencia, por  ser una cuest ión de orden públ ico,  cuyo estudio es 

preferente; pero este derecho de las partes es también una carga 

procesal  s i  es que se pretende vincular  al  t r ibunal  de l  conocimiento a 

examinar determinada deficiencia o ci rcunstancia que pueda 

actual i zar el  sobreseimiento.  En ese contexto, las causales de 

improcedencia que se invoquen y las que advierta el  tr ibunal deben 

estudiarse, pero s in  l legar al  extremo de imponerl e la carga de 

ver i f icar,  en cada asunto,  s i  se actual i za o no alguna de las previstas 

en el  art ículo 202 del código en mención, en vi rtud de que no exi ste 

disposición alguna que, en forma precisa, lo ordene. Así  las cosas, s i  

exi ste una causal de improcedencia que las partes pretendan se 

declare, deben asumir la carga procesal de invocarla para v incular  al  

tr ibunal y ,  sólo entonces, tendrán el  derecho de exigi r  el  

pronunciamiento respectivo.”  

 

 CUARTO.- Método de Estudio.-  En la presente 

resolución se omite la transcripción de los motivos de 

inconformidad expresados por la parte actora así como los 

argumentos defensivos expuestos por la autoridad demandada 

por razones de economía procesal y técnica jur ídica orientada a 

nuevos modelos de sentencia que se sustentan en principios de 

simplicidad, facil idad en la lectura y compresión; sin que con el lo 

se infrinja norma legal alguna o se agravie a la parte actora, toda 

vez que no existe disposición jurídica que constriña a realizar tales 

transcripciones, además de que el art ículo 82, fracción I, de la 

Ley del Tribunal ,  impone el deber de que las sentencias que dicte 

el Tr ibunal  contengan la fi jación clara y precisa de los puntos 

controvert idos, no así su reproducción, por lo que en la presente 



 

resolución se realizara el análisis s istemático y exhaustivo de los 

planteamientos hechos valer.  

 

 Por otra parte, esta Sala procederá al estudio de los 

motivos de inconformidad privi legiando el principio de mayor 

beneficio a efecto de que la sentencia se dicte atendiendo a los  

temas de fondo por sobre aspectos formales en acatamiento a 

los principios de impartición de just icia consagrados en el art ículo 

17 de la Constitución Nacional , mismo que establece el derecho 

de administración de justicia y el deber de privi legiar la solu ción 

del confl icto sobre los formalismos procedimentales.  

 “Art .  17. -  Ninguna persona podrá hacerse just ic ia por s í  misma, 

ni  e jercer v iolencia para reclamar su derecho.  

 

 Toda persona t iene derecho a que se le administre just ic ia por 

tr ibunales que estarán expeditos para impart ir la en los plazos y 

términos que f i jen las leyes, emit iendo sus resoluciones de manera 

pronta, completa e imparcial .  Su serv ic io será gratuito, quedando, en 

consecuencia,  prohibidas las costas judiciales.  

 

 S iempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el  debido 

proceso u otros derechos en los juicios  o procedimientos seguidos en 

forma de ju ic io, las  autor idades deberán pr ivi legiar  la solución del  

conf l icto sobre los formal ismos procedimentales .”  

 

 Sirve de apoyo a lo anterior el criterio contenido en la 

tesis (IV Región) 2o.13 K (10a.) del Segundo Tribunal Colegiado de 

Circuito del Centro Auxi l iar de la Cuarta Región, publicado con 

número de registro 2016171 en la página 1524 del l ibro 51, tomo 

II I  de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

correspondiente al mes de febrero de dos mil dieciocho, cuyo 

rubro y texto se transcriben a continuación.  

 

“PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO FRENTE A FORMALISMOS 

PROCEDIMENTALES Y SOLUCIONES DE FONDO DE LOS  CONFLICTOS. ÉSTAS 

DEBEN PRIVILEGIARSE FRENTE A AQUÉLLOS, SIEMPRE QUE NO SE AFECTE 

LA IGUALDAD DE LAS PARTES,  EL  DEBIDO PROCESO U OTROS DERECHOS. 

Durante mucho t iempo fue motivo de cr í t ica para los t r ibunales de 

amparo que las sentencias protectoras se con cedieran por aspectos 

formales o procedimentales y no por temas de fondo; lo cual  motivó 

que mediante la expedición de la nueva Ley de Amparo (publ icada 

en el  Diar io Oficial  de la Federación el  dos de abri l  de dos mi l  t rece), 

se estableciera en su art ículo  189 que los órganos jur isdiccionales de 

amparo procederían al  estudio de los conceptos de violación 

atendiendo a su prelación lógica, pero pr iv i legiando en todo 

momento el  pr incipio de mayor beneficio; y  fue en ese contexto que 

por reforma al precepto 17 de la Const i tución General  de la Repúbl ica 



 

publ icada en el  Diar io Oficial  de la Federación el  15 de septiembre de 

2017,  se adicionó a dicho disposi t ivo un tercer párrafo, en el  que se 

puntual i zó "Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el  

debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos 

seguidos en forma de juicio, las autor idades deberán pr iv i legiar la 

solución del confl icto sobre los formal i smos procedimentales." .  Por  

tanto,  acorde con esa aspiración social  y en est r icto acat amiento a 

los art ículos citados,  en los juicios o en los procedimientos relativos, 

todas las autor idades deben pr iv i legiar  la solución del  confl icto sobre 

los formal i smos procedimentales, con la única l imitante de que no se 

afecte la igualdad de las partes ,  el  debido proceso u otros derechos.”  

  

 QUINTO.-Estudio de fondo.- En el primer motivo de 

inconformidad la parte actora plantea que la demanda que 

presento ante el Tr ibunal Universitario fue resuelta como 

extemporánea por haberla presentado el s iete de mayo de dos 

mil dieciocho, por lo que la autoridad, afectando así sus 

derechos humanos a la defensa, audiencia, debido proceso y al 

derecho de petición, previstos por los art ículos 1, 8, 14, 16 y 17 de 

la Constitución Nacional, y que como  consecuencia se actualiza 

la causa de nulidad de los actos administrativos que se prevén 

en el artículo 83, fracciones I I , IV y VI de la Ley del Tr ibunal.  

Que es óbice a lo anterior, que el art ículo 5 del Estatuto 

Orgánico del Tribunal Universitario que sirvió de base para 

declarar la extemporaneidad de la demanda, ya que 

desnaturaliza por completo la inst itución jur ídica de la negativa 

ficta y que dicho precepto al ser creado por el Consejo 

Universitario, no puede prevalecer por encima de los derechos a 

la defensa establecido en la Constitución Nacional.  

 

La autoridad demandada, al contestar la demanda 

manifiesta que la normatividad universitaria aplicada al caso 

concreto, cumple con el propósito de salvaguardar derechos 

humanos y universitarios de los alumnos, y de manera part icular 

el derecho de petición, de audiencia, a la defensa, a las 

formalidades esenciales del procedimiento, la seguridad y 

certeza jurídica y al acceso y administración de justicia.  

 

Así mismo señala, de que en caso de exist ir  

expresamente un plazo para presentar la demanda de nul idad 



 

en contra de la resolución a una solicitud, el part icular debe 

ajustarse a este plazo para presentar su demanda o esperarse a 

que la autoridad emita su resolución.  

 

Por lo anterior, el motivo de inconformidad reseñado es 

infundado por las razones que enseguida se exponen  

Para mayor claridad es pertinente traer a la vista el 

art ículo 5 del Estatuto Orgánico del Tr ibunal Universitario de la 

Universidad Autónoma de Baja California.  

 

“[…]  

 

Art ículo 5 .  En el  ju ic io de nul idad de actos de autor idad 

univers i tar ia se observarán las reglas de procedencia que 

s iguen:  

[…]  

 

I I I .  Cuando s in  causa just i f icada una autor idad univers i tar ia 

omita contestar  o not if icar  al  interesado dentro de los d iez días 

hábiles s iguientes a la rec epción de la sol ic itud escr i ta de 

aquél,  se cons idera para los efectos de la acción anulator ia 

que la respuesta de dicha autor idad es negat iva.  E l  término de 

prescr ipción de 4 esta acción,  se in ic ia de una vez t ranscurr idos 

los d iez días hábiles a que se ref iere el  párrafo anter ior .  

 

[…]  

 

ARTÍCULO 6 .  La demanda deberá ser presentada dentro de los 

diez días hábiles s iguientes al  en que el  actor hubiere s ido 

not if icado o tuviere conocimiento del  acto u omis ión que 

cons idere le causa agravios. Para los efectos  del  ju ic io de 

nul idad serán hábiles todos los días que determine el  calendar io 

escolar  de la Univers idad, exceptuando sábados y  domingos, y 

los plazos correrán a part i r  del  día hábil  s iguiente al  en que 

fuere hecha la not if icación.  Cuando el  Tr ibunal  lo c ons idere 

necesar io para la ef icacia de sus atr ibuciones podrá habil itar  

días y  horas inhábiles para la práct ica de cualquier  d i l igencia.”  
 

De los preceptos transcritos se advierte que el legislador 

plasmo su voluntad  para que hubiese un plazo para interponer 

la demanda en contra de resolución negativa a la solicitud, por 

lo que dicho plazo opera también para la negativa ficta de la 

solicitud de la parte actora.  

 

Por lo que contemplando dicho plazo establecido para 

el trámite de la demanda interpuesta por la parte actora, se 

contabil iza entonces los días para su extemporaneidad, por lo 



 

que al existir el plazo para interponer la demanda, dicho plazo 

no desnatural iza la institución jurídica de la negativa ficta, 

quedando entonces a discreción del legis lador la existencia de 

un plazo para interponer la demanda, siempre dentro de las 

l imitaciones constitucionales.  

 

 SEXTO.- Validez.- En mérito de lo anterior, al haber sido 

infundados los motivos de inconformidad hechos valer por la 

parte actora, no se desv irtúa la presunción de legalidad de la 

que goza la resolución impugnada, por lo que procede 

reconocer su val idez, con fundamento en el art ículo 82, fracción 

I I I ,  de la Ley del Tr ibunal .  

 

 “ARTÍCULO 82. -  Las sentencias que dicte el  Tr ibunal no 

necesitarán formul ismo alguno, pero deberán contener:  

 

 [ . . .]  

 

 I I I .  Los puntos resolut ivos en los que se expresarán los actos o 

resoluciones cuya val idez se reconozca o cuya nul idad se declare; la 

reposic ión del  procedimiento que se ordene, los términos d e la 

modif icación del acto impugnado, y en su caso, la condena que se 

decrete.”  

 

 

 En congruencia con lo expuesto, al resultar infundados 

los motivos de inconformidad hechos valer por la parte actora, lo 

procedente es confirmar la validez de los actos impu gnados, por 

lo que, con fundamento en el artículo 82 de la Ley del Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo del Estado, es de resolverse y se  

 

R E S U E L V E  

 

ÚNICO. Se reconoce la validez de la Resolucion  de fecha 

siete de septiembre de dos mil dieciocho, emitida por el Tribunal 

Universitario de la Universidad Autónoma de Baja California . 

 

 Notifíquese personalmente a la parte actora y por 

oficio a la autoridad demandada.  

 



 

Así lo resolvió la Primer Secretaria de Acuerdos adscrita a la 

Primera Sala del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, Alma Alejandrina Razo Santoyo, quien actúa en 

funciones de Magistrada por ministerio de ley, en términos de lo 

dispuesto en el art ículo 10 de la ley que rige a este Tr ibunal y firmó 

ante la presencia del Secretario de Acuerdos, José Francisco 

Muril lo González, quien da fe.  
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ELIMINADO: Nombre del actor en foja 1 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de expediente relativo en foja 1 y 2 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  



 

EL SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA, SECRETARIO DE ACUERDOS DEL JUZGADO 

PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE 

CONSTAR: --------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA DE 

LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE ACUERDOS, ACTUANDO 

EN FUNCIONES DE JUEZ TITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE FECHA TREINTA DE NOVIEMBRE DE 

DOS MIL VEINTE, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 661/2018 EN LA QUE 

SE SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE 

DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 18 (DIECIOCHO) FOJAS ÚTILES.--------------------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL 

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE HACE CONSTAR 

PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA 

CALIFORNIA, A QUINCE DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTITRES, DOY FE.----------------------------------- 

 


